El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 27 de julio de 2017 – Improcedente
Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00718-00
Accionante:


Javier Elías Arias Idárraga.

Accionado:


Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda.

Magistrado Sustanciador:  

Claudia María Arcila Ríos
Temas: 



IMPROCEDENTE – COSA JUZGADA - “Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia; se fundamentaron en los mismos hechos, concretamente en la inconformidad con la decisión de inadmitir y rechazar la acción popular radicada 2017-00159, en desconocimiento de las referidas disposiciones de la Ley 472 de 1998, y de abstenerse de conceder el recurso de apelación formulado contra esa última y comparten similares pretensiones, por lo menos en cuanto a la concesión del citado recurso de apelación, y si bien en la que es objeto de análisis en esta providencia se elevó otra relacionada con que se ordene a la funcionaria accionada admitir la demanda popular, de todas formas, como quedó acreditado, en la referida sentencia, dictada por este Tribunal, se resolvió sobre ese tema.
(…)

En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en unos mismos hechos y en las que elevaron las mismas pretensiones, no puede deducirse que el promotor del proceso haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a algún tipo de descuido, a lo que pudo ser llevado por el gran cúmulo de acciones de amparo que ha interpuesto ante este Tribunal.

En esas condiciones, aunque no puede predicarse temeridad de su parte, se declarará improcedente la acción de amparo porque no resulta posible decidir la situación por segunda vez, de acuerdo con el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, antes trascrito.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio veintisiete (27) de dos mil diecisiete (2017)

     
Acta No. 385 de 27 de julio de 2017


Expediente 66001-22-13-000-2017-00718-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular que instauró, radicada bajo el número “2017-00159”, el juzgado accionado inadmitió la demanda con sustento en requisitos no contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998 y luego la rechazó. Frente a esta última decisión formuló recurso de reposición, en subsidio apelación, pero la funcionaria demandada “no repone y niega mi alzada” a pesar de que se trata de un proceso de doble instancia y que el Código General del Proceso y la jurisprudencia, tanto del Consejo de Estado como de esta Sala, determinan que contra dichas providencias sí procede tal medio de impugnación. 

2. Considera lesionadas sus garantías fundamentales y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado: a) conceder inmediatamente el recurso de apelación que formuló y b) admitir la demanda popular.

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 13 de julio último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de La Virginia, al Ministerio Público y al Defensor del Pueblo, ambos de la regional Risaralda. No se mandó hacerlo respecto de la entidad demandada en la acción popular en la que encuentra el actor lesionados sus derechos, porque de acuerdo con los hechos en que se sustentó el amparo, la demanda fue rechazada y por ende, no ha intervenido en esa actuación.  

2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado indicó que el 27 de abril de este año decidió inadmitir la acción popular objeto del amparo, el 11 de mayo siguiente la rechazó por falta de corrección y por auto del 22 siguiente se confirmó esta última providencia y se resolvió no conceder el recurso de apelación, de conformidad con el artículo 18 de la Ley 472 de 1998. No obstante, en obedecimiento de lo dispuesto por este Tribunal en sentencia de tutela del 9 de junio de 2017, cuyo ponente fue el Magistrado Edder Jimmy Sánchez Calambás (sic), por medio de la cual le ordenó dejar sin efectos aquellos autos y pronunciarse de nuevo sobre la admisión de la demanda, el 15 de ese mismo mes decidió rechazar la acción por falta de jurisdicción y se dispuso su envío a los juzgados administrativos de Pereira, en razón a que la entidad demandada es de carácter público.  
Se opuso a las pretensiones de la demanda porque el actor eleva insistentes solicitudes y recursos, pero nunca cumple con el mínimo de requisitos necesarios para impulsar los procesos. Además, que de conformidad con los artículos 36 y 37 de la citada Ley 472 y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, el auto que rechaza la acción popular no es susceptible del recurso de apelación, el cual solo está disponible para la sentencia que la defina.   

3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso se produjo el fenómeno de la cosa juzgada y en caso negativo, si se cumplen los presupuestos generales de procedencia de la tutela frente a providencias judiciales, concretamente contra la decisión del juzgado accionado de inadmitir y rechazar la acción popular instaurada por el demandante y de negar la concesión del recurso de apelación que formuló contra esa última determinación. Solo de serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el actor.
3. En el proceso están acreditados los siguientes hechos:

3.1 El 25 de mayo último el señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción de tutela contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, porque además de exigir requisitos no contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, para admitir la acción popular radicada bajo el No. “2017-159” que formuló, pretende negar el recurso de apelación que formuló contra el auto que la rechazó, en desconocimiento de lo dispuesto por el Código General del Proceso y la jurisprudencia del Consejo de Estado, que autorizan ese medio de impugnación al tratarse de un proceso de doble instancia. Pidió, en consecuencia, ordenar a la titular de ese despacho conceder inmediatamente el citado recurso de apelación
. 

3.1 Mediante sentencia del 12 de junio de este año, con ponencia del Magistrado Dr. Jaime Alberto Saraza Naranjo
, se definió el asunto. 

Allí se consideró que la funcionaria accionada lesionó los derechos del actor al exigirle para admitir su demanda que: a) hiciera alusión a los derechos que estima vulnerados, a pesar de que en el libelo sí se señalaron; b) determinara quiénes son los perjudicados con esa lesión, cuando esto no constituye requisito de la demanda y c) presentara prueba de los supuestos fácticos que sustenta su pretensión, pese a que esa cuestión debe ventilarse en el periodo probatorio.     

Finalmente se indicó que “aunque lo que aquí se pide es que se concede la alzada, haciendo eco de la línea trazada por la Corte sobre la ostensible irregularidad que ha inmersa en providencias como las que aquí se analizan, se concederá le amparo, y en virtud de ello, se dejarán sin efectos las actuaciones surtidas a partir del auto del 27 de abril de 2017, proferido en la acción popular de que da cuenta esta demanda, para que en un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas… proceda el Juzgado a dar el trámite que corresponde a la actuación, teniendo de presente las observaciones acá expuestas”
. 

4. Confrontada esa acción de amparo con la que es objeto de estudio, se concluye que en ambas intervienen las mismas partes, pues fueron promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia; se fundamentaron en los mismos hechos, concretamente en la inconformidad con la decisión de inadmitir y rechazar la acción popular radicada 2017-00159, en desconocimiento de las referidas disposiciones de la Ley 472 de 1998, y de abstenerse de conceder el recurso de apelación formulado contra esa última y comparten similares pretensiones, por lo menos en cuanto a la concesión del citado recurso de apelación, y si bien en la que es objeto de análisis en esta providencia se elevó otra relacionada con que se ordene a la funcionaria accionada admitir la demanda popular, de todas formas, como quedó acreditado, en la referida sentencia, dictada por este Tribunal, se resolvió sobre ese tema. 

En este punto, es válido señalar que no se adujeron situaciones nuevas que justifiquen pronunciamiento diferente al que ya se emitió por este tribunal.
El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 dice: “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes.”

Sobre el contenido de esa disposición ha dicho la Corte Constitucional
:

“La Corte también ha manifestado que el juez de tutela deberá declarar improcedente la acción, cuando encuentre que la situación bajo estudio es idéntica en su contenido mínimo a un asunto que ya ha sido fallado o cuyo fallo está pendiente (…)

(…) en sentencia T- 1103 de 2005
 se reiteraron los parámetros ya fijados por esta Corporación a efectos de demostrar la configuración de la temeridad, dentro del curso de la acción de tutela, para lo cual se dispuso que era indispensable acreditar
:

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición de persona natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.

(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.

(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental.

(…)

Respecto a la no existencia de temeridad a pesar de la multiplicidad de acciones de tutela, esta Corte
 ha señalado:

“(C)oncluye la Sala que, en los procesos de tutela, cuando en un mismo asunto se han presentado sucesivas solicitudes de amparo,  se pueden presentar situaciones en las que hay cosa juzgada y temeridad, como cuando se presenta una acción de tutela sobre un asunto ya decidido previamente en otro proceso de tutela, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; otras en las que hay cosa juzgada, pero no temeridad, lo cual puede ocurrir, por ejemplo, cuando, de buena fe y, usualmente, con expresa manifestación de estar acudiendo al amparo por segunda vez, se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada de que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, y, finalmente, casos en los cuales hay temeridad, pero no cosa juzgada, lo que acontece cuando se presenta simultaneidad entre dos o más solicitudes de amparo que presentan la tripe identidad a la que se ha aludido.”

En conclusión, la presentación de dos o más acciones de tutela no constituye automáticamente una actuación arbitraria, sino que se hace necesario verificar las circunstancias que rodean cada caso para inferir que se configura temeridad, razón por la cual se debe entender esta figura como una alternativa procesal con la que cuenta el juez constitucional de manera muy excepcional, pues ante todo debe asegurar la garantía efectiva de los derechos fundamentales. Es decir, que la sola concurrencia de identidad de los sujetos procesales, el objeto que da lugar a la controversia y la pretensión, no es suficiente para concluir que se trata de una actuación judicial amañada o contraria al principio constitucional de buena fe.”

5. En este caso, aunque es evidente que se presentaron dos acciones de tutela con sustento en unos mismos hechos y en las que elevaron las mismas pretensiones, no puede deducirse que el promotor del proceso haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a algún tipo de descuido, a lo que pudo ser llevado por el gran cúmulo de acciones de amparo que ha interpuesto ante este Tribunal.

En esas condiciones, aunque no puede predicarse temeridad de su parte, se declarará improcedente la acción de amparo porque no resulta posible decidir la situación por segunda vez, de acuerdo con el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, antes trascrito.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 19


� Es necesario aclarar que si bien en su contestación la funcionaria accionada dijo que esa providencia había sido expedida el 9 de junio de este año y que de su ponencia se había encargado el Dr. Edder Jimmy Sánchez Calambás, de conformidad con la constancia secretarial que obra a folio 26, esos datos son equivocados pues el despacho a su cargo no tuvo conocimiento de esa tutela, ya que en realidad esta fue tramitada por el Dr. Jaime Alberto Saraza Naranjo tal como se corrobora en las copias del respectivo fallo y del libro radicador del juzgado accionado que consta a folio 13


� Folios 20 a 23


� Sentencia T-001 de 2016


� Sentencia T-1103 del 28 de octubre de 2005. M.P. Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia T-184 del 2 de marzo de 2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Sentencia T-560 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
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